CONTRIBUCIÓN ECUADOR 

Avances normativos y de políticas públicas sobre los derechos de las personas mayores, con base en la Resolución 48/3 CDH “Los derechos humanos de las personas de edad”
Avances jurídicos:

La Constitución Política del Ecuador, en su artículo 36 establece que las personas mayores recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado, en especial en los campos de la inclusión social y económica y la protección contra la violencia. Junto con ello, el Estado se obliga a garantizar a las personas mayores la atención gratuita y especializada de salud, así como el acceso gratuito a medicinas; el trabajo remunerado, la jubilación universal; el acceso a una vivienda que asegure una vida digna, respeto a su opinión y consentimiento.

El Estado ecuatoriano reconoce a las personas adultas mayores como titulares de derechos, tal como lo consagra la Constitución en los artículos 35, 36, 37 y 38, en donde constan los siguientes derechos:

· Atención gratuita y especializada de salud.

· Trabajo remunerado según su capacidad.

· Acceso a una vivienda digna.

· Jubilación universal.

· Rebajas en el transporte y espectáculos.

· Exoneración del pago por costos notariales y registrales, de acuerdo con la ley.

· Exoneraciones en el régimen tributario.

· Derecho al voto facultativo.

· A ser asistidos por sus hijos e hijas cuando lo necesiten.
Esta atención prioritaria y especializada es desagregada en el Art. 38, que establece la obligatoriedad del Estado de desarrollar políticas públicas y programas de atención a las personas adultas mayores, atendiendo a su diversidad territorial, cultural, de género, entre otras, con el mayor grado de autonomía personal y participación. Se especifica la atención en centros especializados que garanticen su nutrición, salud, educación y cuidado diario, la acogida y cuidado para quienes carecen de residencia. Se define la protección de explotación laboral o económica con el fomento del empleo; la protección contra todo tipo de violencia; los programas recreativos y espirituales, la atención preferente en caso de desastres, conflictos armados y todo tipo de emergencias.

De la misma manera se establece la obligación de ofrecer protección, cuidado y asistencia especial cuando sufran enfermedades crónicas o degenerativas y la asistencia económica y psicológica que garantice la estabilidad física y mental. Finalmente, el artículo hace especial mención a la sanción del abandono por parte de familiares o las instituciones de protección.

En el Ecuador, en el mes de mayo de 2021 se publicó en el Registro Oficial 484, la Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores - LOPAM, que tiene como objetivo la protección de los derechos humanos y específicos de las personas adultas mayores, con enfoques de pertinencia jurídica, social, cultural, étnica, de  género y discapacidad, entre otros. 

En julio de 2020 se aprobó el Reglamento a la LOPAM en el que participaron 21 instituciones integrantes del Sistema de Protección Integral de Derechos a las Personas Adultas Mayores, cuya finalidad es implementar la ley y comprometer en las escalas de responsabilidad y corresponsabilidad a la sociedad, a la familia y al estado, para garantizar un envejecimiento digno para la población adulta mayor, residente en el país.

En cuanto a la normativa conexa, el país ha implementado acciones para la tipificación de vulneración de derechos y la protección especial a este grupo poblacional. El       Código Integral Penal, en su artículo 153 sobre el abandono de personas establece lo siguiente: La persona que abandone a personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres  embarazadas, personas con discapacidad o a quienes adolezcan de enfermedades catastróficas,  de alta complejidad, raras o huérfanas, colocándolas en situación de desamparo y ponga en              peligro real su vida o integridad física, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a  tres años. Las lesiones producto del abandono de la persona, se sancionarán con las mismas penas previstas para el delito de lesiones, aumentadas en un tercio. Si se produce la muerte, la pena privativa de libertad será de dieciséis a diecinueve años.
A su vez, insta como atribución de la Fiscalía, en el literal 4 del artículo 443 lo siguiente:

Garantizar la intervención de fiscales especializados en delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, crímenes de odio y los que se cometan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultas y adultos mayores y, en las materias pertinentes que, por sus particularidades, requieren una mayor  protección.

El Ecuador ha realizado avances significativos, aunque aún falta acciones para cubrir el cien por ciento de la demanda y requerimientos de las personas adultas mayores.  El Ministerio de Inclusión Económica y Social - MIES, en el marco del bienestar social impulsa políticas públicas a favor de las personas adultas mayores a través de la mejora continua de sus servicios y centros gerontológicos, promoviendo la atención integral con enfoque gerontológico en el marco de los derechos constitucionales.

Institucionalidad en los derechos humanos:
Con la finalidad de dar cumplimiento a lo estipulado en la Ley Orgánica de Personas Adultas Mayores, inició el proceso de conformación del Sistema Nacional Especializado de Protección Integral de Derechos para las Personas Adultas Mayores -SINEPIDPAM- que tiene por objetivo articular a las instituciones, servicios públicos y privados, normas, políticas planes, programas, mecanismos y actividades orientados a garantizar la protección integral, prioritaria y  especializada de las personas adultas mayores.

El Sistema Nacional Especializado de Protección Integral de Derechos para las Personas Adultas Mayores está conformado por 21 instituciones, además de los Institutos de seguridad social, de la sociedad civil y de las fuerzas del orden.

Este sistema gobernado por el MIES, desarrollará un Plan Integral para la Protección Integral de los   Derechos de los Adultos Mayores, con una vigencia de 4 años desde el 2022.

Acceso a la justicia:
Sobre la asesoría legal y acceso expedito a la justicia, el Ministerio de Inclusión Económica y Social y la Defensoría del Pueblo, mantienen un convenio marco de cooperación interinstitucional, para implementar el patrocinio social, legal y jurídico para las personas adultas mayores en el territorio nacional, a fin de garantizar el ejercicio efectivo de sus derechos.    Durante el primer semestre de 2021, se ha llegado a brindar asesoría y patrocinio legal a 2.814 personas adultas mayores en distintos tipos de infracción, dando cumplimiento a la Ley Orgánica de Personas Adultas Mayores   y su Reglamento General. Los puntos de atención de la Defensoría Pública han sido difundidos en las nueve coordinaciones zonales del MIES.

Derechos económicos:
Parte de los beneficios económicos para personas adultas mayores en situación de pobreza y pobreza extrema, son las pensiones no contributivas que se entregan mensualmente. Este beneficio cuenta con dos variantes: la pensión “Mis Mejores Años” y la pensión para Personas adultas mayores. Actualmente, el número total de beneficiarios alcanza a 365.834                   personas adultas mayores.

Tabla 2: Total de beneficiarios/as de pensiones para personas adultas mayores.

	Pensión Mis Mejores Años
	309,705
	$ 304,041,351.06

	Pensión para Adultos Mayores
	53,484
	$ 27,261,487.26

	Total
	1,432,147
	$ 988,591,617.08


Fuente: MIES; SANNCO; CGDEI; 05/11/2021

Sobre los beneficios no tributarios que estipula la Ley, cabe señalar los siguientes: la exoneración del 50% de la tarifa básica del servicio telefónico; las acciones realizadas por la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones, tendientes a reducir al 50% las tarifas de los planes básicos de servicios de internet residencial y telefonía móvil con la finalidad de disminuir la brecha  tecnológica en este grupo poblacional.

En cuanto a las fuentes blandas de financiamiento y tasas preferenciales en créditos para las personas adultas; el Instituto de Economía Popular y Solidaria – IEPS, ha señalado que la Corporación Nacional de Finanzas Populares y Solidarias a través del Fondo Nacional de Garantía  para la Economía Popular y Solidaria ha permitido que se otorguen recursos a favor de personas adultas  mayores (65 años en adelante) desde enero de 2016 a febrero de  2021, por un monto de USD $ 6.079.687,35, a través de 978 operaciones de crédito.

Derechos Sociales:
En el contexto del Convenio Específico de Cooperación Interinstitucional entre el MIES y el Ministerio de Educación, se están desarrollando propuestas para abordar la prevención de la violencia en contra de las personas adultas mayores, en el ámbito educativo. Uno de los productos que se desarrollan es la "Guía de información para la promoción de derechos de la población adulta mayor y la actuación  frente a casos de violencia detectados o cometidos en el sistema educativo"; esta herramienta tiene como objetivo informar a la población sobre la promoción de derechos de la población adulta  mayor y las acciones que se deben tomar frente a casos de violencia en el sistema educativo. Adicionalmente, se ha articulado la inserción de temas relacionados con la promoción de los derechos de las personas adultas mayores, en las fichas pedagógicas que el Ministerio de Educación desarrolla para los procesos educativos en las ofertas de educación ordinaria y extraordinaria.

En cumplimiento del Acuerdo Interministerial Nro. 001, suscrito el 4 de enero de 2018, el Ministerio de Salud Pública está brindando atención en salud a personas adultas mayores que son usuarias de los servicios del MIES, con el fin de garantizar la asistencia prioritaria y especializada en salud a los diferentes grupos considerados como prioritarios y son atendidos en los servicios del MIES.

Los servicios de inclusión social, actualmente, brindan atención a 118.217 personas adultas mayores en sus cuatro modalidades: centros gerontológicos residenciales, centros de atención diurna, espacios de socialización, de encuentro y atención domiciliaria. De estos, los centros residenciales no han dejado de brindar atención presencial desde el inicio de la pandemia.  Las tres      modalidades restantes han adoptado como estrategia de atención la teleasistencia. 
El siguiente cuadro muestra de manera desagregada la composición de la población atendida:
	AÑO
	Atención Domiciliaria
	Espacios
de

socialización
y encuentro
	Centro Gerontológico de atención        diurna
	C.
G.

Residenciales
	       Total

	2021
	81.435
	31.082
	6.469
	1.823
	      120.809


Fuente: GPAM; 2021
